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MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA
SALUDO. BUEN DIA
Hoy, cinco de octubre de dos mil dieciséis, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por las partes en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 14 de julio de 2015, dentro del proceso que promueven los señores JOHN JARAMILLO CASTILLO y ALBERTO LOAIZA LONDOÑO en contra de la DIÓCESIS DE PEREIRA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2013-00386-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Alberto Loaiza Londoño que la justicia laboral declare que entre él y la Diócesis de Pereira existió un contrato de trabajo entre el 15 de octubre de 2009 y el 8 de febrero de 2012 y con base en ello aspira que se condene a la entidad accionada a reconocer y pagar las prestaciones sociales adeudadas y la reliquidación de las canceladas, que se reajuste la indemnización por despido sin justa causa, el reajuste del trabajo suplementario, la indemnización moratoria del artículo 65 del C.S.T. y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: El 15 de octubre de 2009 fue vinculado por la Diócesis de Pereira mediante un contrato verbal a término indefinido para desempeñar oficios varios en el parqueadero frailes ubicado en la calle 20 Nº 4-55 de Pereira, cumpliendo un horario de trabajo de 8:00 pm a 8:00 am de lunes a viernes y las 24 horas los domingos y festivos; el 16 de junio de 2010 decidieron suscribir contrato de trabajo a término fijo por tres meses, cumpliendo las mismas actividades en el citado parqueadero; el 8 de febrero de 2012 fue despedido sin justa causa cancelándosele la suma de $1.600.000 por concepto de indemnización.
Por su parte el señor John Jaramillo Castillo pretende que se declare que entre él y la Diócesis de Pereira existió un contrato de trabajo entre el 16 de junio de 2010 y el 8 de febrero de 2012 el cual fue finalizado sin justa causa por cuanto se encontraba cobijado por la estabilidad laboral reforzada. Con base en ello aspira que se condene a la entidad demandada a reintegrarlo e igualmente que se le cancelen las horas extras diurnas y se le reliquiden las prestaciones sociales y las vacaciones y las costas procesales a su favor. 
Subsidiariamente solicita que se le cancele la indemnización prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 y se le reliquide la indemnización sin justa causa.
Al narrar los hechos sostiene que: Suscribió contrato de trabajo a término fijo por tres meses con la Diócesis de Pereira el 16 de junio de 2010 para desarrollar oficios varios en el parqueadero los frailes ubicado en la dirección relacionada anteriormente y cumpliendo un horario por turnos definido por su empleador; sufrió accidente de trabajo el 27 de junio de 2010, sin que el empleador lo tuviera afiliado a riesgos profesionales, pues esa afiliación solo se produjo el 7 de julio de 2010; en escrito de 7 de febrero de 2012, le informó a la Diócesis de Pereira la programación de cirugía de hernia umbilical con procedimiento en malla fijada por la EPS Saludcoop S.A. para el 10 de febrero de 2012; mediante carta enviada el 7 de febrero de 2010, el administrador del parqueadero le informó que la Diócesis de Pereira daba por terminado el contrato de trabajo sin justa causa, lo que le permite presumir, que ese despido se debió a la intervención quirúrgica que se le iba a practicar.
Al contestar la demanda –fls.111 a 117- la Diócesis de Pereira aceptó que suscribió con el señor Alberto Loaiza Londoño contrato de trabajo a término fijo desde el 16 de junio de 2010 y que fue despedido sin justa causa el 8 de febrero de 2012, pues entre el 11 de septiembre de 2009 hasta el 29 de noviembre de esa misma anualidad se celebró con él contrato de prestación de servicios; aclaró que por concepto de indemnización por despido sin justa causa se le pagó la suma de $2.418.000. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban.

Respecto a los hechos narrados por el señor John Jaramillo Castillo aceptó la relación laboral que sostuvo con él entre el 16 de julio de 2010 y el 8 de febrero de 2012, cumpliendo un horario por turnos. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. 

Se opuso a las pretensiones económicas de los actores formulando las excepciones de mérito que denominó “Pago”, “Cobro de lo no debido”, “Compensación”, “Buena fe” y “Prescripción”.
En sentencia de 14 de julio de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que si bien entre el señor John Jaramillo Castillo y la Diócesis de Pereira existió un contrato de trabajo entre el 16 de julio de 2010 y el 8 de febrero de 2012 el cual fue finalizado sin justa causa, lo cierto es que para ese momento el demandante no se encontraba cobijado por la estabilidad laboral reforzada, pues no estaba discapacitado ni tampoco incapacitado. Igualmente señaló que el demandante no logró probar el trabajo suplementario que alega y adicionalmente la indemnización por despido sin justa causa fue cancelada por la demandada en monto superior al que debió reconocérsele; razones por las cuales absolvió a la Diócesis de Pereira de las pretensiones incoadas por él.
En cuanto al señor Alberto Loaiza Londoño estableció que entre él y la Diócesis de Pereira existió un primer contrato de trabajo verbal a término indefinido entre el 31 de diciembre de 2009 y el 15 de junio de 2010, motivo por el que tiene derecho el actor a que se le reconozca la suma de $1545 por las cesantías del año 2009 y $264.229,16 por las cesantías del año 2010, estando prescritas las demás prestaciones sociales y vacaciones. En lo concerniente a las horas extras, determinó que el demandante no demostró haber realizado sus actividades en un horario adicional, motivo por el que absolvió a la entidad accionada de su pago y la reliquidación de las prestaciones sociales. De la misma manera determinó que no había lugar a reconocer suma alguna adicional por concepto de indemnización por despido sin justa causa; motivo por el que también absolvió a la Diócesis de Pereira de esa pretensión.
Inconformes con la decisión, los señores John Jaramillo Castillo y Alberto Loaiza Londoño, así como la Diócesis de Pereira interpusieron recurso de apelación, en los siguientes términos:
El señor John Jaramillo Castillo manifestó que para el momento en que se produjo su despido se encontraba cobijado por la estabilidad laboral reforzada, en consideración a su estado de salud. De la misma manera expresó que no se encontraba conforme con la decisión sobre la indemnización por despido sin justa causa, pues la misma resulta superior a la cancelada por la Diócesis de Pereira. Finalmente indica que al prosperar esas pretensiones, no es posible que se le condene en costas.
Por su parte el señor Alberto Loaiza Londoño sostuvo que la indemnización por despido injusto no fue correctamente liquidada por parte de la Diócesis de Pereira al momento de despedirlo, por lo que tiene derecho al pago de la parte que hace falta. Igualmente señaló que al adeudársele las cesantías de los años 2009 y 2010 en virtud al contrato de trabajo declarado por la funcionaria de primer grado entre el 31 de diciembre de 2009 y el 15 de junio de 2010, hay lugar a que se condene reconocer y pagar la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T.

La Diócesis de Pereira sostuvo que entre el 31 de diciembre de 2009 y el 15 de junio de 2010 lo que hubo entre esa institución y el señor Alberto Loaiza Londoño fue un contrato de prestación de servicios, pues no quedó acreditado en el proceso la continuada dependencia y subordinación propia de los contratos de trabajo.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Se encontraba el señor John Jaramillo Castillo cobijado por la estabilidad laboral reforzada al momento en que la Diócesis de Pereira dio por terminado el contrato de trabajo que los unía?

¿Estuvo correctamente liquidada la indemnización por despido sin justa causa pagada por la Diócesis de Pereira a favor de los demandantes?

¿Cuál fue la relación contractual que unió al señor Alberto Loaiza Londoño con la Diócesis de Pereira entre el 31 de diciembre de 2009 y el 15 de junio de 2010?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a reconocer a favor del señor Loaiza Londoño las cesantías que fueron fijadas en el curso de la primera instancia? Y, 
Hay lugar a aplicar la sanción moratoria?
El aspecto a tratar se refiere a:

1. LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA 

Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en señalar que la estabilidad laboral reforzada es un derecho de carácter especial dentro de la legislación laboral, el cual se encuentra definido en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, por lo que procede exclusivamente en los términos establecidos en esa normatividad, el cual impone la obligación de contar con autorización del Ministerio de Trabajo para despedir a un trabajador que presenta una limitación igual o superior a la moderada, definida ésta en el Decreto 2463 de 2001 como la pérdida de capacidad laboral que oscila entre el 15% y 25%, sin que sea posible aplicar la estabilidad laboral reforzada en aquellos trabajadores que presenten cualquier tipo de limitación, como quienes están en incapacidad temporal por afecciones de salud; situación que reiteró en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315, en los siguientes términos:

“Contrario a lo alegado por la censura en los cargos, esta Corporación, de vieja data, ha sostenido que la protección a la estabilidad laboral consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 es de carácter especial dentro de la legislación del trabajo, toda vez que procede exclusivamente en los términos previstos en esta normatividad, es decir, para las personas que presenten limitaciones en grado severo y profundo y no para las que padezcan cualquier tipo de limitación, ni, menos aún, para quienes se hallen en incapacidad temporal por afecciones de salud, de tal suerte que, tratándose de una garantía excepcional, no puede el juez extenderla de manera indebida para eventos no contemplados en la mencionada ley.”.

Bajo tales parámetros y al encontrar esta Sala de Decisión que los argumentos contenidos en la jurisprudencia construida por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia frente a la aplicación de la estabilidad laboral reforzada definida legalmente en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 son claros, estables y se encuentran sólidamente sostenidos, no hay lugar a apartarse de ellos. 

2. LA PREVISIÓN DEL ARTÍCULO 66 A DEL CODIGO PROCESAL DEL TRABAJO.

Dispone este artículo que las Salas de Decisión al resolver los recursos propuestos se limitarán a los específicos puntos que propongan las partes.

EL CASO CONCRETO
Sostiene el señor John Jaramillo Londoño que para el 8 de febrero de 2012 cuando la Diócesis de Pereira dio por finalizado el contrato de trabajo que los unía desde el 16 de junio de 2010, se encontraba cobijado por la estabilidad laboral reforzada por una disminución en su salud.

En ese sentido, siguiendo la línea jurisprudencial trazada por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, le correspondía al demandante demostrar que para ese momento tenía una pérdida de la capacidad laboral por lo menos entre el 15% y el 25%, esto es, que su discapacidad era moderada, sin embargo, si bien en el dictamen Nº 283 de 29 de mayo de 2014 –fls.173 a 176- la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda determina que el señor Jaramillo Londoño tiene una pérdida de la capacidad laboral del 44.82% de origen común, lo cierto es que la misma solo se estructuró el 13 de marzo de 2013, esto es, 1 año 1 mes y 5 días después de que la Diócesis de Pereira diera por finalizado el contrato de trabajo con él; por lo que para ese momento el actor no se encontraba en situación de discapacidad.
En cuanto a la indemnización por despido sin justa causa, se observa que el señor John Jaramillo Castillo y la Diócesis de Pereira en audiencia adelantada el 20 de marzo de 2012 ante la Inspectora de Trabajo Nº 1 de Pereira –fl.122- determinaron que por ese concepto se le cancelaría al demandante la suma de $2.418.000. Es de recordar que el contrato de trabajo suscrito entre las partes fue a término fijo, por lo que la última prórroga finalizaba el 15 de junio de 2012 y la Diócesis de Pereira dio por terminado el contrato de trabajo el 8 de febrero de 2012, es decir, que de acuerdo con lo previsto en el artículo 64 del C.S.T. al señor Jaramillo Castillo se le debía cancelar el salario correspondiente a 128 días, que era el tiempo que faltaba para que se venciera el plazo, y como el salario devengado era el mínimo legal mensual vigente que para esa anualidad era de $566.700, el valor que debía cancelársele ascendía a la suma de $2.417.920, la cual se encuentra cobijada dentro de la suma que pactaron las partes por ese concepto, misma que según la liquidación visible a folio 123, fue efectivamente cancelada al actor el 21 de marzo de 2012.
Idéntica situación sucede respecto al señor Alberto Loaiza Londoño, a quien la Diócesis de Pereira le dio por finalizado el contrato de trabajo a partir del 8 de febrero de 2012, faltándole 128 días para que se cumpliera el plazo del mismo, por lo que al devengar también el salario mínimo legal mensual vigente se le debía pagar por concepto de indemnización por despido sin justa causa la suma de $2.417.920 y según la liquidación del contrato de trabajo visible a folio 132 del expediente, la institución demandada le reconoció por ese concepto la suma de $2.418.000, la cual fue debidamente pagada al actor el 21 de marzo de 2012 como se evidencia en ese documento.

Respecto a la relación contractual que unió al señor Alberto Loaiza Londoño con la Diócesis de Pereira entre el 31 de diciembre de 2009 y el 15 de junio de 2010, debe decirse que no ha discusión en que él prestó sus servicios personales a favor de la institución demandada durante ese periodo, pues así lo acepta dicha entidad en la misma sustentación del recurso de apelación, pero argumentando que ellos fueron efectuados bajo los presupuestos de un contrato de prestación de servicios.

No habiendo discusión en ese sentido, se tiene entonces que al estar demostrada la prestación personal del servicio, opera a favor del señor Alberto Loaiza Londoño la presunción prevista en el artículo 24 del C.S.T., consistente en que esos servicios fueron prestados en virtud a un contrato de trabajo.

En esas circunstancias le correspondía a la Diócesis de Pereira demostrar que no se presentó el elemento de continuada dependencia y subordinación.
En ese aspecto no hubo prueba alguna que desvirtuara que esos servicios fueron prestados en virtud de un contrato de trabajo, pues por el contrario el señor Rubén Darío Jaramillo Montoya testigo llamado por solicitud de la Diócesis de Pereira, reveló que el señor Alberto Loaiza Londoño cumplía los turnos de trabajo que le fueron impuestos por la institución demandada a través del administrador del parqueadero, a pesar de que posteriormente indica que para ese periodo se pactó un contrato de prestación de servicios.
Así las cosas, se tiene entonces que entre el 31 de diciembre de 2009 y el 15 de junio de 2010 se presentó entre el señor Alberto Loaiza Londoño y la Diócesis de Pereira una relación contractual de índole laboral, como acertadamente lo estableció la a quo; sin que haya sido objeto de controversia que ese contrato fue completamente independiente al suscrito entre las partes a partir del 16 de junio de 2010.
Ahora bien, respecto a los derechos causados en virtud de ese contrato de trabajo, se tiene que todos ellos se encuentran cobijados por el fenómeno de la prescripción, la cual fue propuesta como excepción de mérito por parte de la institución demandada, pues no obra prueba que demuestre que el señor Alberto Loaiza Londoño haya presentado escrito alguno al empleador reclamando el pago de esos derechos, interrumpiendo de esa manera el término de la prescripción en los términos del artículo 151 del C.P.T. y de la S.S., por lo que le correspondía entonces presentar la demanda dentro de los 3 años siguientes al 15 de junio de 2010 cuando finalizó esa relación contractual, no obstante, según el acta individual de reparto que se ve a folio 102 del expediente, la presente acción se inició el 17 de junio de 2013; por lo que no había lugar a condenar a la Diócesis de Pereira a cancelar suma alguna por concepto de cesantías de los años 2009 y 2010.
No obstante, como la demanda no apeló este específico punto, se dejará incólume la decisión de primer grado.

Igual razonamiento habrá de hacerse en cuento a la sanción moratoria que alega en esta instancia la parte actora, por cuanto, la sentencia de primer grado, en su ordinal primero declaró probadas las excepciones de pago, cobro de lo debido, compensación, buena fe y prescripción frente a cada una de las pretensiones incoada por el señor John Jaramillo Catillo y de forma parcial, respecto a las pretensiones del señor Alberto Loaiza Londoño de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de ese proveído.

Entonces al haber sido declarada la prescripción de todas las pretensiones reclamadas por el actor, y no haber sido argumentado por la parte actora contra dicha decisión, no haberse controvertido tal declaración de prescripción, pues no hay lugar ahora a condenar a la sanción moratoria que está reclamando, por cuanto como se acaba de explicar el juzgado la declaró prescrita.  

Así las cosas al no haber salido adelante en su totalidad las pretensiones del señor John Jaramillo Castillo, la condena en costas fijada en primera instancia, se encuentra ajustada a lo establecido en el artículo 392 del C.P.C..  En cuanto a la condena en costas proferida en contra de la Diócesis de Pereira en el curso de  la primera instancia, se tiene que al haberse mantenido la decisión respecto a la condena en cesantías, también resulta ajustada.
En el anterior orden de ideas y en mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMA en todas su partes la decisión de primera instancia 
Esta decisión queda notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
   OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA.                                         
Aclara voto
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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